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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Dictámenes correspondientes a la Segunda Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

3 de marzo del año 2016.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de un Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación al expediente formado con motivo de los oficios enviados por el Ejecutivo del Estado, mediante el cual somete a la aprobación de este Congreso, la designación al cargo de Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia del Estado; así como del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, como órgano especializado del Poder Judicial del Estado.
Toma de protesta a los Licenciados Efraín Rogelio García Flores y Juan José Yañez Arreola, como Magistrados Numerarios, y a las Licenciadas Olga Deyanira Fuentes Ramos y María Antonieta Leal Cota, como Magistradas Supernumerarias del Tribunal Superior de Justicia del Estado; así como a la Licenciada Sandra Luz Miranda Chuey, como Magistrada Numeraria del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, como órgano especializado del Poder Judicial del Estado.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:
A.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Monclova, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 6,164.67 M2.,  ubicado en la colonia “Obrera” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, para ser destinado a la Secretaria de Educación, con objeto de dar certidumbre jurídica con la formalización de las escrituras del predio donde se encuentra construida desde hace más de cincuenta años la Escuela Primaria Cuauhtémoc, el cual fue desincorporado con Decreto número 202 publicado en el Periódico Oficial de fecha 22 de diciembre de 2015.
B.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 20,073.35 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Morelos” de esa ciudad, a favor del Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de Coahuila, con objeto de la construcción de un colegio de estudios científicos y tecnológicos, el cual fue desincorporado con Decreto número 231 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de diciembre de 2015.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso una fracción de área vial en desuso con una superficie de 298.39 M2., ubicada en la colonia “Los Ángeles” de esa ciudad, a favor del C. Miguel Papadópulos  Murra, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, el cual fue desincorporado con Decreto número 339 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 22 de enero de 2016.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, con relación a una Iniciativa de Decreto  por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de regulación y organización interna del Congreso del Estado de Coahuila, con relación a las Iniciativas presentadas por la Diputada Lariza Montiel Luis, así como el Diputado Jesús de León Tello, del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se propone reformar la denominación a la Ley de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, por el de Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, además de la adición de la fracción IX al Artículo 10 de la referida Ley, planteada por la Diputada Sonia Villarreal Pérez, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional.
F.- Dictamen presentado por la Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, con relación a una Iniciativa de Decreto por el que se recorre el contenido de la fracción VII a la IX que se crea, del Artículo 42 y se adiciona un nuevo contenido a la fracción VII del mismo. Se adiciona un cuarto párrafo al Artículo 50 y se modifica la fracción I del Artículo 51 de la Ley Estatal de Educación, cuya propuesta es que se establezcan talleres de orientación vocacional en los niveles de secundaria y bachillerato, planteada por el Diputado José Armando Pruneda Valdez, conjuntamente con los demás integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional.

G.- Dictamen presentado por la Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, con relación a una Iniciativa de Decreto por el que se adiciona al Artículo 7, la fracción XV; de la Ley Estatal de Educación para el Estado de Coahuila, cuya propuesta es que se establezca que todas las escuelas sin excepción alguna incluyan en sus diversos programas de estudios, el lenguaje no discriminatorio y con perspectiva de género, para que los educandos en cualquiera de sus niveles lo utilicen en los diversos ámbitos de su vida cotidiana y que esto permita el avance del mismo en todos los ámbitos. sociales, planteada por la Diputada Irma Leticia Castaño Orozco, conjuntamente con los demás integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional.
H.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública y de Finanzas, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se propone derogar el Artículo 137 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza.

I.- Dictamen presentado por la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se propone reformar diversos Artículos de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al expediente formado con los oficios enviados por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante los cuales somete a la aprobación de este Congreso, la designación de la Magistrada del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, y de los Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza.

R E S U L T A N D O

ÚNICO. Que con fecha 02 de marzo del presente año, por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, diversos oficios del Ejecutivo del Estado, mediante los cuales se somete a la aprobación de este Congreso, la designación de la Licenciada Sandra Luz Miranda Chuey, como Magistrada Numeraria del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado, y de los Licenciados Efraín Rogelio García Flores y Juan José Yáñez Arreola, como Magistrados Numerarios del Tribunal Superior de Justicia y las C.C. Licenciadas Olga Deyanira Fuentes Ramos y María Antonieta Leal Cota, como Magistradas Supernumerarias del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que corresponde al titular del Ejecutivo someter a consideración del Congreso, los  nombramientos de los Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia, conforme a la lista de candidatos que le presente el Consejo de la Judicatura,  lo anterior de conformidad a lo dispuesto por los artículos 82 fracción XXIII, 145 y 146  de la Constitución Política del Estado.
SEGUNDO. Que al elaborarse las mencionadas propuestas, se privilegió que los candidatos propuestos cumplieran con los requisitos previstos por los Artículos 138 y 145 de la Constitución Política del Estado, así como que tuvieran trayectoria y experiencia en la carrera judicial.

TERCERO. Por lo que corresponde a los nombramientos de los Magistrados Numerarios del Tribunal Superior de Justicia, el Consejo de la Judicatura, mediante oficio CJ-0343/2016 signado por la Presidenta del Tribunal Superior de Justicia, Magistrada Miriam Cárdenas Cantú, presentó al Ejecutivo la terna por la cual propone a servidores públicos para desempeñar los cargos de Magistrados Numerarios del Tribunal Superior de Justicia, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 144, 145 y 146 de la Constitución Política  del Estado de Coahuila de Zaragoza.  

CUARTO. Que al elaborarse la mencionada propuesta, el Consejo de la Judicatura privilegió que los candidatos propuestos cumplieran con los requisitos previstos por el Artículo 138 de la Constitución Política del Estado, así mismo se comprobó que la actuación en el ámbito laboral de los mencionados candidatos ha estado siempre apegada al profesionalismo, experiencia y honorabilidad, con lo que se garantiza la observancia de los principios de imparcialidad y objetividad que rigen la carrera judicial, y que se traduce en la determinación del Consejo de la Judicatura de proponerlos para desempeñarse como Magistrados Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza.

QUINTO. Que el Consejo de la Judicatura del Estado remitió al Ejecutivo la lista de candidatos a que se refiere el artículo 146 de la Constitución Política Local, con el propósito de que hiciera el nombramiento de dos Magistrados Supernumerarios del tribunal Superior de Justicia del Estado y un Numerario del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Tribunal Superior de Justicia del Estado.

SEXTO. Que el Ejecutivo del Estado después de analizar los expedientes de cada uno de los candidatos, determinó nombrar a los C.C. Licenciados Efraín Rogelio García Flores y Juan José Yáñez Arreola como Magistrados Numerarios del Tribunal Superior de Justicia del Estado, a las C.C. Licenciadas Olga Deyanira Fuentes Ramos y María Antonieta Leal Cota como Magistradas Supernumerarias del Tribunal Superior de Justicia del Estado.

SEPTIMO. Asimismo, el Ejecutivo del Estado, tuvo a bien designar a la C. Licenciada Sandra Luz Miranda Chuey como Magistrada Numeraria del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Poder Judicial del Estado.
OCTAVO. Ahora bien, esta Comisión tuvo a bien analizar la documentación de los curriculums vitae de las personas designadas como Magistrados Numerarios, Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia del Estado y el de la Magistrada Numeraria del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado, desprendiéndose de dichos expedientes, que todos ellos cuentan con una vasta experiencia en el campo profesional del derecho, y que durante su actividad tanto dentro del Poder Judicial como fuera de este, han desarrollado una carrera profesional con probidad, eficacia y eficiencia, lo que garantiza que tiene la capacidad suficiente para ocupar los cargos que les han sido conferidos por el Ejecutivo del Estado.
NOVENO. Que en base a la mencionada documentación, esta Comisión también han confirmado que se encuentra plenamente demostrada la capacidad académica y profesional de quienes han sido nombrados como Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Estado y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado.

DÉCIMO. Que en virtud de lo antes señalado y habiéndose comprobado que los  profesionistas designados reúnen los requisitos constitucionales y legales para ocupar los cargos de Magistrados del Tribunal  Superior de Justicia del Estado, y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado, esta Comisión Dictaminadora considera procedente la aprobación del nombramiento hechos por el Gobernador del Estado.

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión somete a la consideración de este H. Congreso para su estudio, resolución, y en su caso, aprobación, el siguiente:

P R O Y E C T O    D E    D E C R E T O

ARTICULO PRIMERO. Se aprueba el nombramiento de los Licenciados Efraín Rogelio García Flores y Juan José Yáñez Arreola, como Magistrados Numerarios del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, por un período de 15 años.

ARTICULO SEGUNDO. Se aprueba el nombramiento de las Licenciadas Olga Deyanira Fuentes Ramos y María Antonieta Leal Cota, como Magistradas Supernumerarias del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, por un período de 6 años.

ARTÍCULO TERCERO. Se aprueba el nombramiento de la Licenciada Sandra Luz Miranda Chuey, como Magistrada Numeraria del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado de Coahuila de Zaragoza, por un período de 6 años.
T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. Los Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como la Magistrada Numeraria del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado de Coahuila de Zaragoza, que han sido designados, iniciarán sus funciones a partir del momento que rindan la protesta de ley.
SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

TERCERO. Comuníquese este Decreto a los Titulares de los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado,  para su conocimiento y los efectos legales procedentes.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 03 de marzo de 2016.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA 

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESUS DE LEON TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Monclova, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 6,164.67 M2.,  ubicado en la colonia “Obrera” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, para ser destinado a la Secretaria de Educación, con objeto de dar certidumbre jurídica con la formalización de las escrituras del predio donde se encuentra construida desde hace más de cincuenta años la Escuela Primaria Cuauhtémoc, el cual fue desincorporado con Decreto número 202 publicado en el Periódico Oficial de fecha 22 de diciembre de 2015.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, de fecha 19 de enero de 2016, se recibió una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Monclova, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 6,164.67 M2., ubicado en la colonia “Obrera” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, para ser destinado a la Secretaria de Educación, con objeto de dar certidumbre jurídica con la formalización de las escrituras del predio donde se encuentra construida desde hace más de cincuenta años la Escuela Primaria Cuauhtémoc, el cual fue desincorporado con Decreto número 202 publicado en el Periódico Oficial de fecha 22 de diciembre de 2015.
SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Diputación Permanente del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 14 de enero de 2016, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 6,164.67 M2.,  ubicado en la colonia “Obrera” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, para ser destinado a la Secretaria de Educación, el cual fue desincorporado con Decreto número 202 publicado en el Periódico Oficial de fecha 22 de diciembre de 2015.
El inmueble antes mencionado cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 57.00 metros y colinda con calle Standard 2.

Al Sur:

mide fraccionada en tres líneas 31.60, 1.93 y 24.00 metros.

Al Oriente:

mide 120.65 metros y colinda con calle secundaria 4.

Al Poniente:

mide 98.60 metros y colinda con calle secundaria 5.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Monclova, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Monclova del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 19208, Foja 13, Libro 51-D, Sección I, de fecha 14 de septiembre de 2000.
TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de dar certidumbre jurídica con la formalización de las escrituras del predio donde se encuentra construida desde hace más de cincuenta años la Escuela Primaria Cuauhtémoc. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Municipio de Monclova, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de esta enajenación, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Monclova, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 6,164.67 M2.,  ubicado en la colonia “Obrera” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, para ser destinado a la Secretaria de Educación, el cual fue desincorporado con Decreto número 202 publicado en el Periódico Oficial de fecha 22 de diciembre de 2015.
El inmueble antes mencionado cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 57.00 metros y colinda con calle Standard 2.

Al Sur:

mide fraccionada en tres líneas 31.60, 1.93 y 24.00 metros.

Al Oriente:

mide 120.65 metros y colinda con calle secundaria 4.

Al Poniente:

mide 98.60 metros y colinda con calle secundaria 5.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Monclova, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Monclova del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 19208, Foja 13, Libro 51-D, Sección I, de fecha 14 de septiembre de 2000.
ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de dar certidumbre jurídica con la formalización de las escrituras del predio donde se encuentra construida desde hace más de cincuenta años la Escuela Primaria Cuauhtémoc. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Monclova, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término de la LX Legislatura del Congreso del Estado (2015-2017), se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del Ayuntamiento del Municipio de Monclova, Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 25 de febrero de 2016. 

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 20,073.35 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Morelos” de esa ciudad, a favor del Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de Coahuila, con objeto de la construcción de un colegio de estudios científicos y tecnológicos, el cual fue desincorporado con Decreto número 231 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de diciembre de 2015.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, de fecha 28 de enero de 2016, se recibió una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 20,073.35 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Morelos” de esa ciudad, a favor del Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de Coahuila, con objeto de la construcción de un colegio de estudios científicos y tecnológicos, el cual fue desincorporado con Decreto número 231 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de diciembre de 2015.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Diputación Permanente del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 18 de enero de 2016, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 20,073.35 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Morelos” de esa ciudad, a favor del Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de Coahuila, el cual fue desincorporado con Decreto número 231 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de diciembre de 2015.

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción 1, ubicada en Calzada Industria y Avenida Gustavo A. Madero, en la colonia Morelos de esa ciudad,  cuenta con una superficie de 20,073.35 M2., y se identifica con las siguientes medidas y colindancias:

Al Nororiente:
mide 94.32 metros y colinda con fracción de terreno del mismo predio.

Al Suroriente:
de sur a norte mide 174.10 metros, 4.90 metros, 5.50 metros, 5.17 metros, 4.66 metros y 1.88 metros, y colinda con fracción de terreno del mismo predio, destinado a centro cultural.

Al Norponiente:
mide 129.87 metros y 65.82 metros y colinda con Calzada Gustavo A. Madero.

Al Surponiente:
mide 100.88 metros y colinda con calle Octava.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 98829, Libro 989, Sección I, de fecha 17 de julio de 2008.

TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de un colegio de estudios científicos y tecnológicos. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de esta enajenación, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 20,073.35 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Morelos” de esa ciudad, a favor del Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de Coahuila, el cual fue desincorporado con Decreto número 231 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de diciembre de 2015.

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción 1, ubicada en Calzada Industria y Avenida Gustavo A. Madero, en la colonia Morelos de esa ciudad,  cuenta con una superficie de 20,073.35 M2., y se identifica con las siguientes medidas y colindancias:

Al Nororiente:
mide 94.32 metros y colinda con fracción de terreno del mismo predio.

Al Suroriente:
de sur a norte mide 174.10 metros, 4.90 metros, 5.50 metros, 5.17 metros, 4.66 metros y 1.88 metros, y colinda con fracción de terreno del mismo predio, destinado a centro cultural.

Al Norponiente:
mide 129.87 metros y 65.82 metros y colinda con Calzada Gustavo A. Madero.

Al Surponiente:
mide 100.88 metros y colinda con calle Octava.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 98829, Libro 989, Sección I, de fecha 17 de julio de 2008.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de un colegio de estudios científicos y tecnológicos. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término de la LX Legislatura del Congreso del Estado (2015-2017), se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 25 de febrero de 2016. 

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso una fracción de área vial en desuso con una superficie de 298.39 M2., ubicada en la colonia “Los Ángeles” de esa ciudad, a favor del C. Miguel Papadópulos Murra, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, el cual fue desincorporado con Decreto número 339 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 22 de enero de 2016.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, de fecha 15 de febrero de 2016, se recibió una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso una fracción de área vial en desuso con una superficie de 298.39 M2., ubicada en la colonia “Los Ángeles” de esa ciudad, a favor del C. Miguel Papadópulos Murra, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, el cual fue desincorporado con Decreto número 339 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 22 de enero de 2016.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Diputación Permanente del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 29 de enero de 2016, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, enajenar a título oneroso una fracción de área vial en desuso con una superficie de 298.39 M2., ubicada en la colonia “Los Ángeles” de esa ciudad, a favor del C. Miguel Papadópulos Murra, el cual fue desincorporado con Decreto número 339 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 22 de enero de 2016.

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de área vial en desuso de la calle Rafael Arocena en la colonia Los Ángeles, con una superficie de 298.39 M2.,  y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 30.15 metros y colinda con Lote 1 de la Manzana B (finca marcada con el número 421 de la Avenida Juan Ignacio Jiménez.)

Al Sur:
mide 30.16 metros y colinda con fracción del área vial Rafael Arocena.

Al Este:
mide 9.91 metros y colinda con Avenida Juan Ignacio Jiménez.

Al Oeste:
mide 9.88 metros y colinda con Blvd. Constitución.

TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de regularizar la tenencia de la tierra.  En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de esta enajenación, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título oneroso una fracción de área vial en desuso con una superficie de 298.39 M2., ubicada en la colonia “Los Ángeles” de esa ciudad, a favor del C. Miguel Papadópulos Murra, el cual fue desincorporado con Decreto número 339 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 22 de enero de 2016.

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de área vial en desuso de la calle Rafael Arocena en la colonia Los Ángeles, con una superficie de 298.39 M2.,  y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 30.15 metros y colinda con Lote 1 de la Manzana B (finca marcada con el número 421 de la Avenida Juan Ignacio Jiménez.)

Al Sur:
mide 30.16 metros y colinda con fracción del área vial Rafael Arocena.

Al Este:
mide 9.91 metros y colinda con Avenida Juan Ignacio Jiménez.

Al Oeste:
mide 9.88 metros y colinda con Blvd. Constitución.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de regularizar la tenencia de la tierra.  En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término de la LX Legislatura del Congreso del Estado (2015-2017), se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 25 de febrero de 2016. 

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al Proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en materia de regulación y organización interna del Congreso del Estado de Coahuila, con relación a las Iniciativas presentadas por la Diputada Lariza Montiel Luis, así como el Diputado Jesús de León Tello del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”.

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en  diversas sesiones celebradas dentro del Segundo Periodo Ordinario del Congreso del Estado, se acordó turnar a esta Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, por parte de la mesa directiva del Congreso del Estado, Proyectos de Decreto por los que se reforman diversos artículos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en materia de regulación y organización interna del Congreso del Estado de Coahuila.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento a dichos acuerdos, la Oficialía Mayor de este H. Congreso del Estado turnó a la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, los Proyectos de Decreto a que se ha hecho referencia, para los efectos procedentes.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en los artículos  82, 89 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- Las reformas propuestas fueron analizadas y consensuadas por las y los integrantes de esta Comisión, llegando a la conclusión que lo que se busca  con estas reformas que sea en la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en donde el legislador plasme la mayor parte de todas las necesidades de un ordenamiento con carácter de ley, dejando al reglamento sólo las cosas que se refieren a requisitos, trámites u otras cuestiones de forma, no esenciales o no trascendentales.

En este orden de ideas, se proponen las siguientes reformas a la Ley Orgánica de este Congreso Estatal, en aras de hacer más ágil y eficiente el trabajo legislativo, esto con independencia de las disposiciones que habrán de plasmarse en el Reglamento de Prácticas Parlamentarias.

En esta adecuación se abordan temas tales como:

I.- Reemplazo de miembros de la mesa directiva.

II.- Acceso de las y los diputados a todos los documentos remitidos al Congreso, sus comisiones y comités. 

III.- Reserva de la información de parte de las y los diputados cuando conozcan de información que deben tratar con tal carácter.

IV.- Periodicidad y forma de celebrar la sesiones del Pleno o la Diputación Permanente.

V.- Reemplazo de miembros y coordinadores de las comisiones.

VI. Responsabilidades administrativas, que son distintas al régimen de juicio político y al de declaración de procedencia en materia penal.

VII.- Reglas básicas, justas y funcionales para convocar a reunión de las comisiones y comités.

VIII.- Justificación precisa y real de las reuniones urgentes de las comisiones, especialmente cuando van a dictaminar una ley o  propuesta que no amerita demora alguna. Y;

IX.- Reglas adicionales para el debate de iniciativas de ley.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, estiman pertinente emitir y poner a consideración del H. Pleno del Congreso, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 15.- …….……......................

………………………………………………

……………………………………………….

……………………………………………….

……………………………………………….

……………………………………………….

……………………………………………….

……………………………………………….

……………………………………………….

……………………………………………….

En caso de que quien presida la mesa directiva renuncie al cargo o sea removido por incapacidad médica o cualquier otro motivo antes de concluir su periodo, el Grupo Parlamentario al que pertenezca  propondrá  al Pleno del Congreso a quien deba suplirlo hasta concluir ese periodo. Cuando el Grupo Parlamentario no realice ninguna propuesta, la Junta de Gobierno realizará la propuesta correspondiente.

ARTÍCULO 21.-…….

I a la IX…….

        X. Contar con los apoyos administrativos y de asesoría, dietas, asignaciones, prestaciones, franquicias y viáticos que les permitan desempeñar con eficacia y dignidad su encargo, los cuales se fijarán en el presupuesto de egresos del Congreso del Estado y conforme a la posibilidad financiera del mismo; 

XI.  Solicitar al Pleno Legislativo licencia para separarse temporalmente del cargo; y 
XI. Acceder a todos los documentos del Congreso del Estado, a las cuentas públicas de los sujetos obligados y a toda la información financiera que se presente ante la legislatura, sus comisiones y comités, sin restricción alguna, con excepción de aquella información en la que se deba  guardar  la debida reserva de acuerdo a los casos en que así lo disponga la Ley de Acceso a la Información pública y Protección de datos Personales o así lo haya determinado mediante el acuerdo de reserva correspondiente la autoridad competente y en su caso por así determinarlo la mesa directiva del congreso. 

ARTÍCULO 27.- ………………………..……
Para la sustitución en dichos cargos, deberán efectuarse los trámites correspondientes conforme a los artículos 15, 82 y 86 de la presente ley.

……

ARTÍCULO 33.- ………………………..
Las Diputadas y Diputados en todo momento serán responsables  de guardar la información que tenga el carácter de reservada, tomando en cuenta para ello,   las sanciones señaladas en el primer párrafo de este articulo, así como, las establecidas en la Ley de la Materia. 

ARTÍCULO 34.- La o el Diputado contra quien se solicite la sanción disciplinaria, tendrá derecho a la garantía de audiencia y defensa, por sí mismo, a través de otra u otro Diputado o por medio de abogado profesional o persona de su confianza con conocimientos y experiencia en la materia de responsabilidades administrativas y procesos sancionadores. 

ARTÍCULO 38.- El Pleno Legislativo del Congreso del Estado es la Asamblea deliberante compuesta por la totalidad de las y los Diputados, la cual actúa en los términos y con las formalidades establecidas por la presente Ley, el Reglamento de Prácticas Parlamentarias y demás disposiciones que a tal efecto determine la legislatura o aquellas que resulten aplicables. 

ARTÍCULO 39.- ……………………..……

El Pleno Legislativo del Congreso, para el despacho oportuno de sus asuntos, deberá sesionar cuando menos dos veces por semana; ya sea en días distintos o en uno sólo, de acuerdo a la agenda legislativa y de trabajo del Pleno, y de las comisiones y comités.  
………………………………………….

I a VIII………………………………….

………………………………………….

…………………………………………

ARTÍCULO 46.-……………………..

Cuando ocurra la remoción por cualquier motivo de algún integrante de la mesa directiva o de la diputación permanente o éste renuncie en forma voluntaria antes de concluir el periodo para el que fue electo, el Grupo Parlamentario al que pertenezca  propondrá  al Pleno del Congreso a quien deba suplirlo hasta concluir ese periodo.

Cuando el Grupo Parlamentario no realice ninguna propuesta, será la Junta de Gobierno quien proponga a quien deba sustituirlo. 

ARTÍCULO 81.-…………………………………….
I. Establecer el programa legislativo de los períodos de sesiones, el calendario para su desahogo, la integración básica del orden del día de cada sesión y las formas que se observarán en los debates, discusiones y deliberaciones de conformidad a la presente ley y a los reglamentos respectivos.

II  a III………………………..

ARTÍCULO 87.-  ………………………………….

Los grupos parlamentarios conservarán en todo momento las coordinaciones de las comisiones y comités que les fueron asignados, pudiendo proponer en caso de ausencia temporal o definitiva a quien deba suplir a estos, y de igual forma conservaran las posiciones que se tengan en cada comisión y comité, incluyendo las comisiones especiales.

ARTÍCULO 121.-………………………………..

…………………………………………………….

……………………………………………………

De manera previa a la celebración de las reuniones de  las comisiones, los coordinadores deberán hacer llegar a los integrantes de la comisión respectiva los documentos, informes o material de apoyo relativo a los temas que serán tratados, de igual forma en caso de que algún integrante de la comisión desee que sea incluida dentro del orden del día alguna propuesta, debe hacer llegar con anticipación al coordinador. 
ARTÍCULO 166.- ……………………..………………

La dispensa anterior no se concederá en ningún caso en que la urgencia necesaria  no esté debidamente acreditada y justificada ante el Pleno.

ARTÍCULO 204.- ……………………………………………..

Las reservas son propuestas de modificación, adición o eliminación de uno o varios artículos y tendrán que presentarse por escrito durante la discusión del dictamen.

…………………………………………………………………

I a VI

…………………………………………………………………
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- Las presentes reformas entrarán en vigor a partir de la expedición del presente Decreto.
ARTÌCULO SEGUNDO.- Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO TERCERO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a  29 de Febrero de 2016.

POR LA COMISION DE REGLAMENTOS Y PRÁCTICAS PARLAMENTARIAS

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCION
	SI
	CUÁLES 

	DIP. CLAUDIA MORALES SALAZAR

(COORDINADOR)
	
	
	
	
	

	DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTO SILLER
	
	
	
	
	

	DIP. VERONICA MARTÍNEZ GARCÍA

(SECRETARIA)
	
	
	
	
	

	DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
	
	
	
	
	

	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ
	
	
	
	
	

	DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA
	
	
	
	
	

	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO
	
	
	
	
	

	DIP. LEONEL CONTRERAS PAMANES
	
	
	
	
	

	DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
	
	
	
	
	

	DIP. LARIZA MONTIEL LUIS
	
	
	
	
	


D I C T A M E N
La Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, emite el presente dictamen con motivo de la iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar la denominación a la Ley de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza por el de Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, además de la adición de  la fracción IX al artículo 10 de la referida Ley, suscrita por la Diputada Sonia Villarreal Pérez del grupo parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  
R E S U L T A N D O

ÚNICO.- En sesión celebrada en fecha veintiocho de abril de dos mil quince el Pleno del Congreso acordó turnar la iniciativa que nos ocupa a la Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos. 

C O N S I D E R A N D O S
PRIMERO.- Con fundamento en los artículos 104 y 116 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano del Estado de Coahuila de Zaragoza, esta Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos es competente para emitir el presente dictamen.
SEGUNDO.- La iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar la denominación de la Ley de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza por el de Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, además de la adición de la fracción IX al artículo 10 de la citada Ley, se sustenta en las siguientes consideraciones: 
“La Organización de las Naciones Unidas, estableció que a partir de los sesenta años toda persona es considerada adulto mayor y deben de gozar de derechos especiales reconocidos; tales como alimentación, acceso a la salud, asistencia social, denuncia; dando como resultado que los tema del envejecimiento de la población y la protección de las personas adultas mayores sean de vital importancia.

Según cifras del Consejo Nacional de Población, para el 2020 en México habrá 14 millones de personas adultas mayores, que representan el 12.1% del total de habitantes.

Las personas adultas mayores son consideradas como un grupo vulnerable y es por esta razón, por la cual tanto las legislaciones como los programas sociales deben buscar estar orientados en brindarles  la máxima protección y seguridad posible.

Es necesario atender las necesidades de las personas adultas mayores; que día con día se vuelven más adultas y cuya esperanza de vida ha ido en aumento convirtiéndose en un grupo creciente que está expuesto a distintos riesgos y limitaciones; expuestos a la soledad, el abandono, la falta de valoración y las pocas posibilidades de remuneración; razones por las cuales es necesario garantizarles una vejez digna.

A través de las diferentes leyes, tratados internacionales  y programas sociales se pretende mejorar su calidad de vida, priorizar sus necesidades y aumentar sus posibilidades. 

El estatus internacional de los derechos humanos de las personas adultas mayores, se encuentra establecidos en los diferentes organismos e instrumentos internacionales de derechos humanos.

Dicho esto y en base a las estadísticas es de vital importancia que se busque el apego de las legislaciones estatales al sistema internacional y nacional de derechos humanos, que tanto se ha estado buscado fortalecer.

Debe de estar plasmado que el objeto de la ley es la protección y garantía de los derechos de las personas adultas mayores; no debe quedar duda alguna de lo que se persigue con ella y es imperativo que exista de manifiesto en el nombre de la misma; debido a la necesidad de seguir la pauta que establecen las instancias internacionales

En razón de lo anterior y por mantener una homologación de las leyes Estatales con las leyes Federales, es necesario dejar en claro el catálogo de derechos  establecidos a favor de las personas adultas mayores; y que se incluya entre el mismo, el derecho de acceso a los servicios, reconociendo una atención preferente por parte de establecimientos tanto públicos como privados hacia las personas adultas mayores.”

TERCERO.- Ahora bien, el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece en lo conducente que en México todas las personas gozan de los derechos humanos reconocidos por nuestra Constitución y por los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano es parte; además establece que se encuentra prohibida toda forma de discriminación motivada (entre otras) por razón de la edad que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.
En Coahuila se han reconocido los derechos de las personas adultas mayores y se ha dado la importancia y relevancia que merece este sector de la población. Por ello, hace ya varios años se creó la Ley de las Personas Adultas Mayores para el Estado de Coahuila de Zaragoza la cual tiene por objeto reconocer, garantizar y proteger el ejercicio de los derechos de las personas adultas mayores. 
Ahora, el artículo 10 de la referida Ley de las Personas Adultas Mayores establece de manera enunciativa los derechos que la misma reconoce y garantiza a las personas adultas mayores; sin embargo tal precepto legal no refiere al derecho que tienen los adultos mayores de recibir una atención preferente en establecimientos públicos; de manera que, se estima oportuno y procedente adicionar la fracción IX al artículo 10 de la Ley en comento y que en esta nueva fracción en forma alguna se precise los derechos de los adultos mayores en relación al fácil acceso a los servicios y espacios y/o establecimientos públicos. Además de que con esto  se estaría fomentando en la sociedad una cultura de respeto hacia los derechos de los adultos mayores.

Luego, por otra parte, esta Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos también considera procedente modificar la denominación de la Ley de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza por el de Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, lo anterior es así debido a que con esta nueva denominación se le da mayor realce al hecho de que en el referido ordenamiento legal se contemplan los más elementales derechos con que cuentan los adultos mayores y los cuales por obligación Constitucional nos encontramos obligados a observar, respetar y garantizar.  

CUARTO.- Por tanto, en base a lo antes expuesto, esa Comisión considera  procedente en su totalidad la iniciativa que nos ocupa mediante la cual como ya se ha expuesto se propone lo siguiente:

a. Reformar la denominación de la Ley de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza por el de Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza.

b. Adicionar la fracción IX al artículo 10 de la Ley de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Por tanto, se pone a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se modifica la denominación de la Ley de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, por el de Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza. Asimismo, se adiciona la fracción IX al artículo 10 de la referida Ley, para quedar como sigue:
Artículo 10.- …..
I a VIII. …
IX. Del Acceso a los Servicios:
1. A tener una atención preferente en los establecimientos públicos y privados que prestan servicios al público. 

2. Los servicios y establecimientos de uso público deberán implementar medidas para facilitar el uso y/o acceso adecuado. 

3. A contar con asientos preferentes en los establecimientos que prestan servicios al público y en los servicios de autotransporte de pasajeros.

4. Contar con un lugar preferente en las filas de bancos, tiendas de autoservicio y tiendas de conveniencia. 
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Así lo determinaron y firman las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 
Dip. Georgina Cano Torralva. (Coordinadora). Dip. Claudia Elisa Morales. (Secretaria). Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. Dip. Francisco Tobías Hernández. Dip. Jesús de León Tello.

En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 29 de febrero de 2016.
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DICTAMEN de la Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una  Iniciativa de Decreto por el que se recorre el contenido de la fracción VII, a la IX que se crea, del artículo 42 y se adiciona un nuevo contenido a la fracción VIII del mismo. Se adiciona un cuarto párrafo al artículo 50, y se modifica la fracción I del artículo 51 de la Ley Estatal de Educación; cuya propuesta es que se establezcan talleres de orientación vocacional en los niveles de secundaria y bachillerato; propuesta por el diputado   José Armando Pruneda Valdez, del Grupo Parlamentario “ Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal", del Partido  Acción Nacional.

RESULTANDO

PRIMERO.-  Que en Sesión celebrada por el Pleno el día 09 de  septiembre del año 2015, se acordó turnar a la comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, la  iniciativa de decreto con el objetivo ya descrito en el proemio de la presente”. 
SEGUNDO.- Que en cumplimiento a dicho acuerdo, la mencionada  iniciativa  fue remitida a esta  comisión para efectos de estudio y dictamen. 

TERCERO.- Que conforme a lo dispuesto en el Artículo  97, fracciones II y III de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, esta comisión es competente para dictaminar sobre dicha propuesta; y

CONSIDERANDO:

PRIMERO.- Que  la propuesta  del promovente se basa en establecer  en la Ley Estatal de Educación, lo siguiente:

Se recorre el contenido de la fracción VIII, a la IX que se crea, del artículo 42 y se adiciona un nuevo contenido a la fracción VIII del mismo. Se adiciona un cuarto párrafo al artículo 50, y se modifica la fracción I del artículo 51 de la Ley Estatal de Educación, que a la letra dice:

(Reproducción textual)

 ARTICULO 42.-….

I.- a la VII.-……

VIII.- Apoyar al educando con talleres de orientación vocacional, implementados de modo sistemático, progresivo y permanente para que pueda escoger en el nivel superior la carrera o profesión que mejor se adapte a sus intereses, aptitudes y posibilidades de desarrollo.

 IX.- Fortalecer la conciencia histórica de identidad regional, estatal y nacional mediante el conocimiento y la práctica de la justicia, la democracia y la solidaridad.

……….

ARTICULO 50.-  Párrafos del primero al tercero……

…….

Además se implementaran talleres de orientación vocacional de forma permanente y progresiva para que el educando, llegado el momento, elija la carrera o profesión que sea más adecuada a su perfil, intereses y habilidades.

ARTICULO 51.-…….

I.-
Desarrollar las habilidades necesarias para adquirir los conocimientos básicos de las ciencias, las humanidades, las tecnologías y para acceder a estudios superiores con  la orientación vocacional previa que le permita  elegir la carrera profesional  que mejor le acomode a su perfil, gustos y talentos.

II.-…….

SEGUNDO.- Que la iniciativa ya citada se funda en las siguientes consideraciones:

“….La orientación vocacional, curiosamente, es un tema que a pesar de reformas y de las llamadas “leyes de vanguardia”, sigue siendo  omitido por los textos normativos relativos a la educación en México. Y su existencia se verifica de modo fugaz en programas transitorios y de nulo seguimiento que algunas escuelas secundarias y de bachillerato por cuenta propia deciden implementar a veces.

El concepto de orientación vocacional no atiende a una sola definición ni se limita a premisas limitativas o de marco teórico carente aplicación en la vida práctica. Una definición es la que se encuentra inmersa en el artículo Tercero Constitucional, y que se refiere a: a incentivar y enseñar los valores morales, éticos ecológicos y patrios a los educandos.....y; otra definición se refiere a metodologías y técnicas pedagógicas, sicológicas y educativas necesarias para que el alumno de educación media y media superior (secundaria-bachillerato), pueda elegir la carrera técnica o profesional que mejor le acomode a su perfil y talentos; de tal suerte que su acceso al mercado laboral sea  menos accidentado y con mayores posibilidades de éxito. 

Un concepto muy aceptado, es el siguiente: La orientación es la ayuda sistemática y técnica, ofrecida a una persona, para que llegue a un mejor conocimiento y aceptación de sus características y potencialidades, de su propia realidad y del medio en el que ésta se desarrolla y al logro de la capacidad de auto-dirigirse. Todo ello encaminado al desarrollo de su personalidad y a unas contribuciones sociales eficaces....”

Cifras dadas a conocer en el año 2010 por la Secretaría de Educación del Gobierno Federal, revelaban que uno de cada diez jóvenes cambiaba de carrera al año de haber ingresado a alguna escuela de educación superior o universidad. Esto es un universo de 80 mil estudiantes por año (hasta esos días); representaba, al menos en esas fechas, un gasto del erario un público  de una cifra promedio de $4, 312 millones de pesos.

Sin embargo no es el único perjuicio que causa la falta de orientación vocacional en los alumnos, debe anotarse que de igual forma los padres o tutores pierden enormes cantidades de dinero a la hora de que el educando se da cuenta de que la carrera elegida no le satisface. Por otra parte, hay miles de estudiantes que prefieren ocultar su decepción o mala elección y se quedan hasta concluir (a fuerza) sus estudios profesionales, con la natural frustración y probable fracaso profesional y laboral que vendrán luego por haber elegido algo que no era acorde a su perfil. 

Desde luego, las cifras mencionadas no hablan del número de jóvenes que abandonan de forma definitiva sus estudios, y algunas de estas apuntan a que se trata de hasta el 35% de los que cursan la educación superior. 

Un dato proporcionado por la Universidad de las Américas a mediados del año 2011, y registrado por el periódico el Excélsior en su edición digital, reveló lo siguiente:

“…Cambian de carrera tres de cada 10 estudiantes universitarios.

Los indecisos optan por estudiar lo que otros quieren, eligen lo mismo que sus amigos o evaden lo que creen les será difícil.

En México, siete de cada 10 jóvenes manifiestan dudas sobre la elección de su carrera profesional, y se estima que tres de cada 10 estudiantes cambian su licenciatura en su primer año de universidad, debido a una equivocada elección.

Así lo reveló Enrique Montero Clavel, jefe del departamento de Orientación Estudiantil de la Universidad de las Américas Puebla (UDLAP).

Expuso que las cifras anteriores demuestran que la orientación vocacional es una necesidad real y palpable en la República Mexicana. 

En conferencia de prensa, explicó que la orientación vocacional es un proceso que debe ofrecerse desde la secundaria, para que el estudiante tenga el tiempo suficiente para explorar, conocerse a sí mismo, informarse del abanico de carreras que existen y llevar a cabo una buena toma de decisión para su vida profesional.

"Un buen proceso de orientación vocacional permitirá que la persona descubra quién es, qué quiere, cuáles son sus gustos e intereses profesionales y sus habilidades, además de que tomará consciencia de la forma como decide o elige, ya que elegir una carrera es tomar una decisión", destacó.

En tanto, María Eugenia Munguía Osorio, directora de Programas Estudiantiles de la UDLAP dio a conocer que los principales errores que comenten los jóvenes que no saben qué carrera elegir son postergar la decisión, al esperar que se resuelva sola y así no asumir la responsabilidad de la misma o esperar que alguien les dé la respuesta correcta sin riesgo de equivocaciones.

Los indecisos también optan por estudiar la carrera que otros quieren, elegir la licenciatura que algunos de sus amigos escogen,  buscar una carrera que sea fácil y que no represente ninguna dificultad para ellos por miedo a los desafíos….

…………..

En la Ley General de Educación, como en la del Estado de Coahuila, y de otras entidades federativas, el concepto no existe, y la palabra orientación sólo aparece en referencia a la orientación que se da a los padres y tutores para cumplir con sus deberes educativos en relación a sus hijos.

Consideramos necesario que las bondades y ventajas de la orientación vocacional sean incluidas en nuestra Ley Estatal de Educación, como parte de la formación que los alumnos de secundarias y bachillerato deben recibir, en aras de evitarles decisiones equivocadas o por las razones incorrectas, garantizándoles así un mejor futuro. ..…” Fin de la cita textual.
TERCERO.-  Que en virtud de lo anterior  procedimos a realizar un análisis de la legislación de la materia referente  a orientación vocacional; encontrando que no existe, ni en la Ley General de Educación, ni en La Ley Estatal del mismo rubro, mención o referencia alguna al concepto “orientación vocacional”, tampoco se hallaron referencias a talleres, programas o acciones para brindar este tipo de capacitación a los alumnos de secundaria y bachillerato.

Y, si bien pueden existir o crearse talleres o programas de forma transitoria, tal y como lo señala el promovente en su exposición de motivos, la realidad es que se trata de un tema tan delicado y de tanta relevancia, que debe ser incluido en el texto normativo principal en materia educativa de nuestra entidad. Con independencia de que su momento puedan los legisladores federales hacer lo propio con la multicitada Ley General.

CUARTO.- Que esta dictaminadora  considera que, de acuerdo a las disposiciones antes señaladas,  estimamos oportuna y adecuada la reforma planteada por los promoventes, con le excepción de un ajuste que hicimos a la frase: “…ARTICULO 51.-…….

I.-
Desarrollar las habilidades necesarias para adquirir los conocimientos básicos de las ciencias, las humanidades, las tecnologías y para acceder a estudios superiores con  la orientación vocacional previa que le permita elegir la carrera profesional  que mejor le acomode a su perfil, gustos y talentos.

Donde agregamos: “….la orientación vocacional previa que le permita al alumno elegir la carrera profesional  que mejor le acomode a su perfil, gustos y talentos…”

QUINTO.- Atentos a lo señalado, los integrantes de esta Comisión, tenemos a bien presentar al Pleno para su aprobación el presente:

Dictamen

Único: Se  aprueba la iniciativa presentada por el diputado José Armando Pruneda Valdez, de Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido  Acción Nacional, conforme a la siguiente redacción:

Artículo Único: Se recorre el contenido de la fracción VIII, a la IX que se crea, del artículo 42 y se adiciona un nuevo contenido a la fracción VIII del mismo. Se adiciona un cuarto párrafo al artículo 50, y se modifica la fracción I del artículo 51 de la Ley Estatal de Educación, para quedar como sigue:

ARTICULO 42.-….

I.- a la VII.-……

VIII.- Apoyar al educando con talleres de orientación vocacional, implementados de modo sistemático, progresivo y permanente para que pueda escoger en el nivel superior la carrera o profesión que mejor se adapte a sus intereses, aptitudes y posibilidades de desarrollo.

 IX.- Fortalecer la conciencia histórica de identidad regional, estatal y nacional mediante el conocimiento y la práctica de la justicia, la democracia y la solidaridad.

……….

ARTICULO 50.-  Párrafos del primero al tercero……

…….

Además se implementaran talleres de orientación vocacional de forma permanente y progresiva para que el educando, llegado el momento, elija la carrera o profesión que sea más adecuada a su perfil, intereses y habilidades.

ARTICULO 51.-  …….

I.-
Desarrollar las habilidades necesarias para adquirir los conocimientos básicos de las ciencias, las humanidades, las tecnologías y para acceder a estudios superiores con  la orientación vocacional previa que le permita al alumno elegir la carrera profesional  que mejor le acomode a su perfil, gustos y talentos.

II.-…….

TRANSITORIO

Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila,  Diputado Jesús de León Tello, (Coordinador), Dip. José María Fraustro Siller (Secretario),  Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martín, Ana Isabel Durán Piña y Dip. Francisco Tobías Hernández.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 26 de Febrero de 2016.
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DICTAMEN de la Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una  Iniciativa de Decreto por el que se adiciona al artículo  7 la fracción XV; dispositivo de la Ley Estatal de Educación para el Estado de Coahuila de Zaragoza;  cuya propuesta es que se establezca  que todas las escuelas sin excepción alguna incluyan en sus diversos programas de estudios, el lenguaje no discriminatorio y con perspectiva de género, para que los educandos en cualquiera de sus niveles lo utilicen en los diversos ámbitos de su vida cotidiana y que esto permita el avance del mismo en todos los ámbitos sociales; propuesta por la diputada   Irma Leticia Castaño Orozco, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional.

RESULTANDO

PRIMERO.-  Que en Sesión celebrada por el Pleno el día 04 de noviembre del año 2015, se acordó turnar a la comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, la  iniciativa de decreto con el objetivo ya descrito en el proemio de la presente”. 
SEGUNDO.- Que en cumplimiento a dicho acuerdo, la mencionada petición  fue remitida a esta  comisión para efectos de estudio y dictamen. 

TERCERO.- Que conforme a lo dispuesto en el Artículo  97, fracciones II y III de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, esta comisión es competente para dictaminar sobre dicha propuesta; y,

CONSIDERANDO:

PRIMERO.- Que  la propuesta  de  la promovente se basa en establecer  en la Ley Estatal de Educación, lo siguiente:

Adicionar la fracción XV al artículo 7 de la Ley Estatal de Educación que a la letra dice:

(Reproducción textual)

ARTICULO 7°.- La educación que impartan el Estado, los Municipios, los organismos descentralizados, los órganos desconcentrados y los particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios tendrá, además de los fines y criterios establecidos por el Artículo 3° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley General de Educación, los siguientes:  

I al XIV…

XV. Todas las escuelas sin excepción alguna incluirán en sus diversos programas de estudios, el lenguaje no discriminatorio y con perspectiva de género, para que los educandos en cualquiera de sus niveles lo utilicen en los diversos ámbitos de su vida cotidiana y que esto permita el avance del mismo en todos los ámbitos sociales.

SEGUNDO.- Que la iniciativa multicitada se funda en las siguientes consideraciones:

“….La educación es la parte sustantiva de construcción  de imágenes, conocimientos, procesos y por supuesto del lenguaje, en ese sentido cobra importancia en la formación del sujeto. Para las niñas y los niños, jóvenes y adultos es suma importancia reencontrarse con imágenes y procesos y conocimientos amables que les puedan servir en vida para obtener un andamiaje que evite la violencia y la agresión a otras y otros con  o sin conciencia, por eso incluir una forma equitativa de hablar cobra importancia en todos los ámbitos de la vida, particularmente la educativa.    

La escuela como agente de socialización, conjuntamente con la familia tiene el encargo social de educar en la cultura de paz y en la igualdad entre los géneros, trasmitiendo valores y patrones no sexistas en sus educandos, por lo tanto los docentes deben evitar que por medio del lenguaje, los juegos, el trato y otras prácticas se refuercen los estereotipos de género.

Ya jamás se debe presentar en un sistema educativo, elementos que permitan justificar discursos o lenguaje que muestre que las personas de características específicas somos inferiores,  superiores, o simplemente desiguales. La desigualdad está en el hecho de que no se respeten esas diferencias.

Pareciera nuevo, pero trabajar desde una perspectiva de género implica realizar un análisis objetivo de las relaciones entre los géneros, indagar en los factores que inciden en ampliar la brecha entre los géneros, que va desde el aspecto educativo hasta el acceso y control de recursos y a las posibilidades de desarrollo en general. 

Si concebimos que  las mujeres y los hombres somos seres sociales inmersos en un conjunto de relaciones, condicionados socialmente y como resultado de una sociedad concreta, debemos identificar las necesidades específicas que cada uno tiene y particularmente en las instituciones educativas. 

Esto nos obliga a revisar las posibilidades para apoyar el desarrollo de habilidades y de ambos géneros, niñas y niños, adolescentes de ambos sexos, secundarios y preparatorianos, y también aquellos que ya son adultos en los centros universitarios. 

La escuela como centro más importante en la formación integral de la personalidad del individuo, debe ser el espacio fundamental para la educación en igualdad de género y de esa manera corregir cualquier tipo de inequidad social, incluyendo aquellas que se producen por razón de sexo.

Es tarea de la escuela trasmitir saberes desprovistos de estereotipos de género, una educación no sexista en sus educandos, y lograr el crecimiento personal de los individuos despojados de todo tipo de prejuicios.

El manejo del lenguaje en las instituciones educativas lo conforma y hay que reconocerlo el mundo de lo masculino, tiene una definición clara hacia el  androcentrismo, pues, se basa en dos reglas fundamentales: a) Toda persona es del género masculino, a no ser que se especifique lo contrario. Como consecuencia, "varón" y "ser humano" son términos sinónimos; y también lo son "masculino" y "universal". Esta regla opera fundamentalmente a través del uso del masculino como presunto universal. Se trata de una regla que hace que nuestra mente vea, antes que nada, varones en las personas nombradas en masculino para designar su clase, función, oficio, profesión o situación social. Ejemplos: Consejero, Delegado, Secretario General, Directores, fundador, conductores...). 

No se trata de una regla gramatical, no es, de la "estructura" de la lengua. Es  una interpretación pragmática de la misma. La regla llega a impregnar nuestro imaginario de tal modo que cualquier masculinidad crea en nuestra imaginación imágenes masculinas. La utilización del masculino para referirse, tanto a mujeres y hombres en un sentido genérico, como a varones únicamente, tiene, entre otros, el problema de ambigüedad y falta de exactitud.

Las frases en masculino nos obligan a seguir pendientes de juicio, escuchando con el fin de que el contexto o una aclaración posterior especifiquen a quién o quiénes se están refiriendo. La segunda regla del androcentrismo; b) Las mujeres quedan borradas de la lengua. Esta ausencia logra que cuando se visibilizan las mujeres sea para revelarse como una desviación de la norma masculina, una excepción, una derivación del masculino o resultado de su dependencia de él.

Ya existen cantidades importantes de estudios formulados por diversas ciencias y disciplinas que han estudiado las consecuencias para la identidad femenina de este proceso de exclusión de la lengua……..

Esta iniciativa surge, de estas preguntas,  de la necesidad de orientar el quehacer docente en todos los niveles educativos, para que, desde este ejercicio, se contribuya a erradicar los sesgos de género en la producción del conocimiento y la docencia que se observan en todos los niveles educativos, y esto lo han demostrados los diversos estudios que revisan las currículas y la práctica docente de las instituciones educativas.  

El tener en el sistema educativo el lenguaje incluyente y de género, no es una exigencia insignificante, es un paso fundamental hacia su liberación y a la visibilización de lo femenino. Por ello nos proponemos que el lenguaje en las instituciones educativas eviten términos que ignoren a las mujeres y sus experiencias. Nómbralas allí donde aparezcan..…” Fin de la cita textual.
TERCERO.-  Que en virtud de lo anterior  procedimos a realizar un análisis de la legislación de la materia referente  a lenguaje incluyente de género; encontrando lo siguiente:

Ley General de Educación:

Artículo 8o.- El criterio que orientará a la educación que el Estado y sus organismos descentralizados impartan -así como toda la educación preescolar, la primaria, la secundaria, media superior, la normal y demás para la formación de maestros de educación básica que los particulares impartan- se basará en los resultados del progreso científico; luchará contra la ignorancia y sus causas y efectos, las servidumbres, los fanatismos, los prejuicios, la formación de estereotipos, la discriminación y la violencia especialmente la que se ejerce contra las mujeres y niños, debiendo implementar políticas públicas de Estado orientadas a la transversalidad de criterios en los tres órdenes de gobierno.

Ley Estatal de Educación de Coahuila:

ARTICULO 65.- La autoridad educativa del estado pondrá a consideración y, en su caso, autorización de la autoridad federal, contenidos que permitan que los educandos adquieran un mejor conocimiento de la historia, la geografía, la cultura, el medio ambiente y los recursos naturales, igualdad de género, derechos humanos, así como otros aspectos propios del Estado de Coahuila. 

ARTÍCULO 65 bis.- La autoridad educativa del estado pondrá a consideración y, en su caso, autorización de la autoridad educativa federal, la aplicación dentro del plan de estudios, contenidos que permitan que los educandos adquieran mayor sensibilidad en los temas relacionados con el desarrollo en los ideales de justicia social, tolerancia, libertad e igualdad, así como el estudio de los derechos humanos contemplados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

ARTICULO 7° Bis.- El criterio que orientará a la educación que el Estado y sus organismos descentralizados impartan así como toda la educación preescolar, la primaria, la secundaria, media superior, la normal y  demás para la formación de maestros de educación básica que los particulares impartan- se basará en los resultados del progreso científico; luchará contra la ignorancia y sus causas y efectos, las servidumbres, los fanatismos, los prejuicios, la formación de estereotipos, la discriminación y la violencia especialmente la que se ejerce contra las mujeres y niños, debiendo implementar políticas públicas de Estado orientadas a la transversalidad de criterios en los tres órdenes de gobierno, y:

………….

III. Contribuirá a la mejor convivencia humana, tanto por los elementos que aporte a fin de robustecer en el educando, junto con el aprecio para la dignidad de la persona y la integridad de la familia, la convicción del interés general de la sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en sustentar los ideales de fraternidad e igualdad de derechos de todos los hombres, evitando los privilegios de razas, de religión, de grupos, de sexos o de individuos…..

CUARTO.- Asimismo, es importante resaltar el contenido del artículo sexto constitucional en materia de radiocomunicaciones y su enfoque sobre el género y la igualdad, establecido bajo la redacción que se lee:

Artículo 6o……….

……………

……………

B. En materia de radiodifusión y telecomunicaciones:

………

V. La ley establecerá un organismo público descentralizado con autonomía técnica, operativa, de decisión y de gestión, que tendrá por objeto proveer el servicio de radiodifusión sin fines de lucro, a efecto de asegurar el acceso al mayor número de personas en cada una de las entidades de la Federación, a contenidos que promuevan la integración nacional, la formación educativa, cultural y cívica, la igualdad entre mujeres y hombres………..

Considerando también que la Carta Magna, en los dispositivos donde hace referencia a los hombres, se refiere a las mujeres, haciendo alusión al género y la definición de cada uno, sin hacerlo solamente a los  varones como antaño se utilizaba en muchos textos legales. Asimismo, el capítulo referente a los derechos de los indígenas, es reiterativo en cuanto a incorporar a las mujeres a todos los derechos que gozan los varones indígenas y fomentar la igualdad entre dichos grupos humanos de nuestro país.

Quinto.- Que esta dictaminadora  considera que, de acuerdo a las disposiciones antes señaladas,  estimamos oportuna y adecuada la reforma planteada por los promoventes; con un pequeño ajuste que hacemos a la frase: “…y que esto permita el avance del mismo en todos los ámbitos sociales..”; donde consideramos más apropiado insertar la frase de la siguiente forma: “…y que esto permita el uso del mismo en todos los ámbitos sociales..”

QUINTO.- Atentos a lo señalado, los integrantes de esta Comisión, tenemos a bien presentar al Pleno para su aprobación el presente:

Dictamen

Único: Se  aprueba la iniciativa presentada por la diputada Irma Leticia Castaño Orozco del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conforme a la siguiente redacción:

Artículo Único: Se adiciona la fracción XV al artículo 7º de la Ley Estatal de Educación, para quedar como sigue:

ARTICULO 7°.-………………

I al XIV…

XV. Todas las escuelas sin excepción alguna incluirán en sus diversos programas de estudios el lenguaje no discriminatorio y con perspectiva de género, para que los educandos en cualquiera de sus niveles lo utilicen en los diversos ámbitos de su vida cotidiana y que esto permita el uso del mismo en todos los ámbitos sociales.

……………

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila,  Diputado Jesús de León Tello, (Coordinador), Dip. José María Fraustro Siller (Secretario),  Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martín, Ana Isabel Durán Piña y Dip. Francisco Tobías Hernández.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 26 de Febrero de 2016.
COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA Y ACTIVIDADES CÍVICAS

	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA



	DIP.  JESÚS DE LEÓN TELLO

COORDINADOR
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. JOSÉ  MARÍA FRAUSTRO SILLER

SECRETARIO
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP.  LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA




DICTAMEN de la Comisiones Unidas de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública y de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se propone derogar el artículo 137 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza.

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, el día 17 de marzo de 2015, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública y de Finanzas, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se deroga el artículo 137 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con las demás diputadas y diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento a dicho acuerdo, la Oficialía Mayor de este H. Congreso del Estado turnó a las Comisiones Unidas de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública y de Finanzas la iniciativa a que se ha hecho referencia, para efectos de estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública y de Finanzas, son competentes para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 91, 94 fracción V y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de decreto, planteada por las diputadas y diputados del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional, en la que proponen derogar el artículo 137 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa en la siguiente 

E X P O S I C I Ó N  D E  M O T I V O S

Como Diputadas y Diputados hicimos el juramento de cumplir y hacer cumplir la Constitución Federal, la propia del Estado y todas las leyes que de ellas emanen, por tanto, estamos obligados a legislar respetando las leyes de nuestra nación y nuestro Estado, conduciendo siempre nuestro actuar dentro del marco normativo en todo el proceso legislativo, sin extralimitarnos en nuestras facultades legislativas. Es el caso en particular que tratamos en esta iniciativa, ya que consideramos que la Legislatura anterior vulnero en perjuicio de los municipios la autonomía y el libre ejercicio de su hacienda como principios constitucionales, principios que están por encima de cualquier ocurrencia de un legislador o de todo un congreso local.

Es evidente que el artículo 137 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila, materia de la presente iniciativa de decreto, no solo se extralimitó en su contenido, si no que transgrede ampliamente la autonomía de la libre administración hacendaria con la que cuentan los municipios, régimen que estableció el Poder Reformado de la Constitución con el cual se fortalece la autonomía y autosuficiencia económica de los Municipios, a fin de que estos puedan tener libre disposición y aplicación de sus recursos y satisfacer sus necesidades para el cumplimiento de los fines públicos que les mandata la Constitución Federal y la propia del Estado.

El artículo antes citado y que consideramos Inconstitucional establece en su redacción lo siguiente:

“Artículo 137.

Las entidades aportarán hasta el 0.5% de sus ingresos totales a la Auditoría Superior para cubrir las erogaciones realizadas con motivo de los servicios a que se refiere el artículo 134, fracción XXXIII de esta ley.

Las aportaciones a que se refiere el párrafo anterior serán retenidas a las entidades por la Secretaría y enteradas mensualmente a la Auditoría Superior.

Por su parte, el artículo 134 en el apartado citado menciona:

“A efecto de que la Auditoría Superior cumpla con su función de fiscalización, tendrá además de las atribuciones contenidas en la presente ley, las siguientes:

…
XXXIII. Brindar a las entidades servicio de implementación, capacitación y sostenimiento del sistema de contabilidad gubernamental;

…”

De la anterior transcripción se advierte claramente que nuestros compañeros, integrantes de la pasada legislatura al momento de aprobar la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila, excedieron su actuar al establecer en dicho artículo la obligatoriedad de la aportación económica a favor de la Auditoria Superior por parte de los entes fiscalizables, entre los que se encuentran los municipio de la entidad, con lo que se transgrede sin lugar a duda su autonomía y libertad hacendaria con la que se encuentran investidos constitucionalmente, ya que la interpretación literal del texto no admite la posibilidad de una aportación como voluntad propia de aceptación por parte de los municipios, si no que por el contrario lo afirma como una obligatoriedad esto es una contribución económica sin su anuencia y que inclusive se impone la facultad de retener por parte del gobierno del estado, en detrimento de su hacienda municipal.

En nuestra carta magna como mandato Constitucional, en ninguna de sus partes se establece la obligación para que los municipios contribuyan económicamente para el sostenimiento del Ente de fiscalización que pertenece, como un órgano de apoyo técnico y de gestión, al Poder Legislativo Estatal, ni mucho menos como si se tratará de un negocio lucrativo la impartición de asesorías de orden público que está obligado a proporcionar por Ley la Auditoria Superior de nuestro Estado en su función de implementación, capacitación y sostenimiento del sistema de contabilidad gubernamental, hacia los entes fiscalizables.

Compañeros legisladores, la intromisión a la autonomía municipal y a su libre administración hacendaria es clara, pues es de todos conocido, y más aún, de viva experiencia para quienes han tenido el honor de llevar las riendas o participar de una administración pública municipal, que saben y les consta, que los recursos con los que cuenta un municipio son efímeros frente a los enormes retos y necesidades que se requieren para prestar con prontitud, calidad y eficacia los servicios públicos que están obligados a otorgar en favor de todos sus habitantes.

El artículo 115 Constitucional es preciso en delimitar la autonomía municipal y con ella su libertad hacendaria, la cual por ningún motivo o medio podremos transgredir; el principio de supremacía de la Constitución es claro, no pueden existir normas secundarias que transgredan nuestra constitución como es el caso del artículo que en el presente decreto pretendemos derogar, y que a todas luces resulta inconstitucional, al obligar la aportación de hasta el 0.5% de sus ingresos totales a los municipios, los cuales se efectuarán con la siguiente mecánica a través de una retención mensual por conducto de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado para entregarse a la Auditoria Superior. 

En lo que interesa el artículo constitucional en referencia establece lo siguiente:

“Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:

…

IV.  Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:

…

Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, y deberán incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto en el artículo 127 de esta Constitución.

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley;”

Ahora bien, de acuerdo a lo previsto por el artículo 67 fracciones XXXIV, XLVIII, L y artículos 74-A y 74-D, y demás relativos de la Constitución Policía del Estado de Coahuila en correlación a los artículos 37 fracción VII, 151 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente Libre y Soberano de Coahuila, establecen sin temor a equivocarnos que la responsabilidad para el sostenimiento del gasto de la Auditoria Superior, recae única y exclusivamente en los recursos del Estado, a través del presupuesto de egresos correspondiente que este poder legislativo apruebe cada año, por lo tanto, es ahí donde tenemos que calcular los recursos necesarios para lograr el objetivo de una verdadera y amplia fiscalización que tanta falta hace en nuestro Estado de Coahuila, para que en lugar del desvío de los recursos públicos estatales, como se ha venido dando por parte del poder ejecutivo, y que como ejemplo, podemos mencionar entre los autorizados en el presupuesto de egresos para el ejercicio fiscal 2015 los intereses bancarios que se pagan por una deuda por demás controvertida, absurda, que vio su origen desde la ilegalidad de funcionarios corruptos y sin escrúpulos que falsificaron decretos de este poder para solicitar ante las instituciones crediticias recursos que se ignoran donde fueron a parar, deuda que se ejerció con total opacidad y sin rendición de cuentas hasta nuestros días, en detrimento de los bolsillos de todos y cada uno de los Coahuilenses y del patrimonio del Estado, DE SOLO ESOS INTERESES EXCLUYENDO CUALQUIER SUMA AL CAPITAL (PARTIDA 92101) con instituciones de crédito se paga la cantidad estratosférica de $2,367,319,000.00 (Dos Mil Trescientos Sesenta y Siente Millones Trescientos Diecinueve Pesos 00/100 M.N.), más lo que se acumule compañeros, o que decir de los recursos en los Programas que inicia en tiempos de cada elección el gobierno del Estado para promoverse y sobre los cuales en ningún momento se conocen resultados, programas que su único fin es mantener el control sobre una base de ciudadanos en estado de necesidad; o que podemos decir de los recursos que se destinan cada año en las PARTIDAS (36101, 36301, 36901, 36902) del Presupuesto de Egresos del Estado en Servicios de Comunicación Social y Publicidad que asciende a la nada módica cantidad de $830,499,000.00 (Ochocientos Treinta Millones Cuatrocientos Noventa y Nueve Mil Pesos 00/100 M.N.), ESTO ES 7.5 VECES MAS QUE LO PRESUPUESTADO PARA EL MISMO PERIODO A LA AUDITORIA SUPERIOR que en este año asciende  a la cantidad de $108,895,000.00 (Ciento Ocho Millones Ochocientos Noventa y Cinco Mil Pesos 00/100 M.N), recursos en publicidad de los cuales tampoco se transparenta, hasta ahora, el beneficio para los Coahuilenses.

Quedan más que manifiestos algunos rubros y formas en cómo no debería de ejercerse el dinero de todos los Coahuilenses, y por ello debemos preguntarnos con que fundamento o facultad Constitucional vamos a meter la mano a los bolsillos de los municipios para extraer los pocos recursos con los que cuentan para satisfacer las necesidades públicas que les mandata la Carta Magna y le exigen sus habitantes, para entregarlos a una entidad que es de competencia absoluta de este poder legislativo,cuando es obligación el Estado de proporcionar los recursos necesarios para realizar adecuadamente sus fines de fiscalización al órgano que determine competente.

Compañeras Diputadas y compañeros Diputados, si realmente queremos dotar de mayores recursos a la Auditoria Superior para que realice con eficiencia y eficacia su función fiscalizadora, no lo vamos a lograr trasgrediendo la autonomía de gestión hacendaria de los municipios, por ello los exhortamos a que juntos reivindiquemos la labor de este Poder Legislativo en beneficio de los ciudadanos, los exhorto a que echemos manos de nuestras verdaderas facultades legislativas para reasignar en el presupuesto de egresos del Estado, los recursos a las áreas verdaderamente prioritarias que traigan aparejado un beneficio en favor de todos los Coahuilenses, y no solo en beneficio de un coto de poder, por el poder, las Diputadas y Diputados de Acción Nacional, somos convencidos del federalismo y venimos a trabajar y legislar en favor de todos los municipios sin importar su color de camiseta, y son a ellos a quienes con este tipo de reformas legislativas pretendemos beneficiar.

TERCERO.- En la iniciativa con proyecto de decreto, se plantea derogar el artículo 137 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, por las razones antes expuestas.

Al respecto, es de precisar que el citado artículo 137 establece que las entidades aportarán hasta el 0.5% de sus ingresos totales a la Auditoría Superior para cubrir las erogaciones realizadas con motivo de los servicios de implementación, capacitación y sostenimiento del sistema de contabilidad gubernamental; las aportaciones serán retenidas por la Secretaría de Finanzas y enteradas mensualmente a la Auditoría Superior.

Ahora bien, antes de referirnos al estudio de validez de esta disposición legal, es importante establecer la naturaleza del sistema de contabilidad gubernamental según las disposiciones legales aplicables. En ese sentido, debe considerarse lo dispuesto por el artículo 4, fracción XXIX de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, la cual define al sistema de contabilidad gubernamental como el instrumento que cada ente público utiliza para la administración financiera gubernamental, así como lo dispuesto por el artículo 17 del propio ordenamiento legal, el cual señala que cada ente público es responsable de su contabilidad, de la operación del sistema, así como del cumplimiento de lo dispuesto por dicha ley y las decisiones que emita el Consejo Nacional de Armonización Contable.

Aunado a ello, cabe resaltar que el artículo sexto transitorio de la referida ley establece que los sistemas de contabilidad gubernamental de las dependencias del Poder Ejecutivo, los Poderes Legislativo y Judicial; las entidades y órganos autónomos de las entidades federativas; los Ayuntamientos de los Municipios y los órganos político-administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal deberán estar operando y generando en tiempo real estados financieros, sobre el ejercicio de los ingresos y gastos y sobre las finanzas públicas, a más tardar, el 31 de diciembre de 2012.

En ese orden de ideas, es evidente que la operación del sistema de contabilidad gubernamental es una obligación de los entes públicos, por tanto, corresponde a cada ente realizar la erogación de los recursos necesarios para su implementación y sostenimiento.

No obstante, en el Estado de Coahuila de Zaragoza, desde antes de la entrada en vigor de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, ya se contaba con un sistema que permitiera a las entidades coadyuvar a la captura y generación de su contabilidad y estados financieros, el cual es coordinado por la Auditoría Superior del Estado bajo el nombre de Sistema Integral de Información Financiera (SIIF).

Para ello, en el año 2001, el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo, los Ayuntamientos del Estado de Coahuila y la entonces Contaduría Mayor de Hacienda, firmaron el convenio para el desarrollo, soporte e implementación del Sistema Integral de Información Financiera (SIIF-CMH MUNICIPAL), considerando dentro de sus cláusulas las aportaciones de los municipios para tal fin, las cuales serían transferidas a través de la Secretaría de Finanzas.

Además de lo antes señalado, el artículo 320 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, dispone que los Municipios y sus entidades deberán adoptar el sistema de contabilidad gubernamental, de conformidad con las disposiciones aplicables. Esta disposición representa la obligación a cargo de las entidades municipales de contar con un sistema de contabilidad gubernamental, dentro de las cuales pueden elegir el coordinado por la Auditoría Superior.

Así pues, el artículo 137 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, no puede señalarse como inconstitucional por varias razones; en primer lugar no se trata de una obligación a cargo de todas y cada una de las entidades fiscalizadas, toda vez que se refiere únicamente a aquéllas a las cuales la propia Auditoría Superior les proporciona el servicio de implementación, capacitación y sostenimiento del sistema de contabilidad gubernamental. Aquellas entidades que han optado por tener un sistema de contabilidad gubernamental distinto al coordinado por la Auditoría Superior, deben encargarse de la contratación, implementación, capacitación y sostenimiento correspondiente con recursos propios.

Por otra parte, es necesario advertir que las aportaciones a cargo de las entidades no son uniformes, toda vez que el dispositivo legal en comento, señala hasta un 0.5% de sus ingresos totales, el cual está en función de los servicios proporcionados por la Auditoría Superior y será proporcional según el municipio de que se trate; es decir, el objetivo del artículo 137, en ningún momento ha sido, ni será, el de convertir al sistema de contabilidad gubernamental en un negocio lucrativo.

El objeto primordial del artículo 137 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, es garantizar que las entidades fiscalizadas aporten los recursos necesarios para la implementación, capacitación y sostenimiento del sistema de contabilidad gubernamental que coordina la Auditoría Superior, como lo hicieran con cualquier otro sistema independiente. 

Es preciso destacar que en los últimos años ha sido el presupuesto del órgano técnico de fiscalización el que se ha visto mermado por los recursos que ha tenido que erogar para proporcionar los servicios ya señalados, aún y cuando éstos son responsabilidad de las entidades fiscalizadas.

Finalmente es importante señalar que la función de fiscalización superior de las cuentas públicas y de la gestión financiera de las entidades a cargo de la Auditoría Superior por mandato constitucional, no comprende la implementación del sistema de contabilidad gubernamental, sino que ésta ha sido una tarea coordinada por la entidad de fiscalización superior local, en virtud del acuerdo de voluntades entre la propia Auditoría Superior y las entidades fiscalizadas que así lo han solicitado.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de las Comisiones Unidas de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública y de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, estiman pertinente emitir y poner a consideración del H. Pleno del Congreso, el siguiente:

ACUERDO

Único.- Por las razones expuestas en el considerando tercero de este Dictamen, se determina improcedente la iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se propuso derogar el artículo 137 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública y de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 29 de febrero de 2016.

POR LA COMISION DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA
	NOMBRE Y FIRMA


	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCION
	SI
	CUALES 

	DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ 

(COORDINADORA)
	
	
	
	
	

	DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

(SECRETARIO)
	
	
	
	
	

	DIP. LARIZA MONTIEL LUIS
	
	
	
	
	

	DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN 
	
	
	
	
	

	DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
	
	
	
	
	

	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO
	
	
	
	
	


POR LA COMISION DE FINANZAS

	NOMBRE Y FIRMA


	VOTO


	RESERVA DE ARTICULOS

	
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCION
	SI
	CUALES 

	DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

(COORDINADOR)
	
	
	
	
	

	DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
	
	
	
	
	

	DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
	
	
	
	
	

	DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA 
	
	
	
	
	

	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ
	
	
	
	
	

	DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA
	
	
	
	
	

	DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN
	
	
	
	
	


DICTAMEN de la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se propone reformar diversos artículos de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza.

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, el día 19 de mayo de 2015, se acordó turnar a esta Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 47; un segundo párrafo al artículo 48 y un segundo párrafo al artículo 61; así como dos párrafos al artículo 75 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los demás diputados y diputadas integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento a dicho acuerdo, la Oficialía Mayor de este H. Congreso del Estado turnó a la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública la iniciativa a que se ha hecho referencia, para efectos de estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 94 fracción V y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de decreto, planteada por los diputados y diputadas del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional, en la que proponen reformar diversos artículos de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa en la siguiente 

E X P O S I C I Ó N  D E  M O T I V O S

I.- La fiscalización de la gestión financiera y de las cuentas públicas que se realiza por mandato de Ley de todas las entidades públicas en nuestro Estado debe desarrollarse bajo los principios de total transparencia, máxima publicidad de la información, imparcialidad y confiabilidad, para llegar a una verdadera rendición de cuentas desde el inicio del proceso administrativo de fiscalización, así como durante el proceso y hasta su total conclusión, para conocer la forma como se administraron y ejercieron los recursos públicos, en busca de lograr un uso eficiente de los mismo a través de los planes y programas trazados en beneficios de todos los Coahuilenses.

II.- Que el Poder Legislativo tiene como una de sus atribuciones y obligaciones la fiscalización de la gestión financiera y las cuentas públicas de los Poderes del Estado, municipios y organismos públicos autónomos, entidades paraestatales, paramunicipales, mandatos, fondos, fideicomisos y de cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada que gestione recursos públicos, atribuciones que son ejercidas a través de la comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, y de su órgano técnico de apoyo y de gestión esto es, la Auditoria Superior del Estado, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 67 fracción XXXIV, 74-A y 74-B, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, los artículos 37, 88 fracción VI, 94, 151 la Ley Organiza del Congreso del Estado Independiente Libre y Soberano de Coahuila y los artículos 1, 2, 3 y de más relativos de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza.

III.- Que durante el proceso de fiscalización a las entidades, las irregularidades advertidas por la Auditoria Superior del Estado deben de notificarse a través de pliegos de observaciones y recomendaciones de acuerdo con el artículo 47 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, para que las mismas sean solventadas y en su caso atendidas las recomendaciones propuestas de acuerdo a los resultados de la auditoría practicada, actualmente dichos pliegos son notificados solo a las entidades fiscalizadas, omitiendo dar vista de los mismos al Congreso del Estado para su conocimiento por conducto de la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, y con ello perdiendo tiempo valioso para actuar en modificaciones oportunas a nuestra legislación y corregir cualquier anomalía que se esté ocasionando por vacíos legales existentes en nuestra legislación.

El artículo 47 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece lo siguiente:

Artículo 47. 

Dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la conclusión de la visita domiciliaria o la revisión de gabinete, la Auditoría Superior, con base en las disposiciones de esta ley formulará y notificará, en su caso, a las entidades los pliegos de observaciones y los pliegos de recomendaciones derivados de la revisión y fiscalización de las cuentas públicas y de los informes de avance de gestión financiera. En los pliegos de observaciones se cuantificará el importe de las observaciones detectadas que sean causa de responsabilidad. 

Al artículo anterior transcrito proponemos la adicción de un segundo párrafo para establecer la obligatoriedad para que la Auditoria Superior del Estado, una vez que emita los pliegos de observaciones y recomendaciones, los mismos se hagan del conocimiento del Congreso por conducto de la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, dentro de un término improrrogable de ocho días hábiles posteriores a su notificación a las entidades fiscalizadas.

IV.- Con la presente reforma a la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, pretendemos tener la información veraz y oportuna para estar atentos en la forma en cómo se están ejerciendo los recursos por todos los entes fiscalizables y poder a tiempo actuar de acuerdo a nuestra potestad y tomar las acciones y medidas inmediatas en nuestra legislación para buscar que se ejerzan los recursos públicos de forma eficiente, transparente y legal.

V.-La sociedad Coahuilense ya no quiere escuchar más la frase como se dice en términos muy coloquiales después de ahogado el niño quieren tapar el pozo, por eso es necesario que la coordinación en la información del Poder Legislativo y sus órganos auxiliares sea de forma expedita y se tomen a tiempo las acciones necesarias para evitar con ellos daños mayores a las haciendas públicas de nuestro Estado, con esta iniciativa de reforma pretendemos tener la información que surja en el mismo proceso de fiscalización, para actuar en consecuencia de acuerdo a nuestras facultades que la Ley nos otorga.

VI.- Si bien la actual Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior de la entidad, contempla el deber de la Auditoría de notificar al Congreso de los informes especiales, de los informes de auditorías, y del estado que guardan los pliegos de observaciones y recomendaciones; en este último caso durante el mes siguiente al cierre de cada semestre, como lo señala el artículo 53, se trata de un informe del estado  que guardan los pliegos de observaciones y recomendaciones, y no de lo que propone la presente iniciativa, que es establecer el deber de que las observaciones y recomendaciones sean dadas a conocer al Congreso en un plazo de ocho días hábiles posteriores a la fecha de notificación a las entidades fiscalizadas, para que las diputadas y diputados las puedan conocer en tiempo real.

VII.- Asimismo, consideramos que  las denuncias o procesos de sanción que la Auditoría inicie con motivo del incumplimiento de la ley y de los pliegos de observaciones y recomendaciones, deben ser dadas a conocer al Congreso, y no tratarse como “información reservada”, al menos no para los diputados; situación que hasta la fecha ha permitido que dichos procesos se lleven con total sigilo y sin que nadie se entere de su estado, de las consecuencias legales ni de los motivos por los que, en algunos casos, se congelan por años, tanto los que se refieren a la materia penal, como los inherentes al derecho sancionador administrativo.

VIII.- Conocer en tiempo real los pliegos de observaciones y recomendaciones, así como las acciones y procesos de responsabilidad promovidos por la Auditoría Superior, permitirá al Congreso realizar las acciones necesarias para evitar y en su caso, sancionar las acciones dilatorias de las autoridades responsables, poner fin a la discrecionalidad injustificada, y al sigilo que no puede ni debe estar por encima del derecho que tienen los ciudadanos a conocer el modo exacto en que se gastan sus impuestos y se ejerce el gasto público.

TERCERO.- En la iniciativa con proyecto de decreto, se plantea adicionar un segundo párrafo al artículo 47; un segundo párrafo al artículo 48 y un segundo párrafo al artículo 61; así como dos párrafos al artículo 75 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, por las razones antes expuestas.

Al respecto, es de precisar que el segundo párrafo que se propone agregar al artículo 47 tiene como propósito incluir la obligación a cargo de la Auditoría Superior consistente en poner en conocimiento del Congreso del Estado los pliegos de observaciones y los pliegos de recomendaciones que determine con motivo de las auditorías practicadas, dentro de los ocho días hábiles siguientes a su notificación. Sin embargo, dicha medida tendría como consecuencia que la Auditoría Superior estaría informando resultados preliminares, en virtud de que los pliegos de observaciones y los pliegos de recomendaciones no tienen carácter de definitivo toda vez que aún no se desahoga la etapa de solventación, en la cual las entidades presentan la información y/o documentación correspondiente para solventar las observaciones y/o atender las recomendaciones.

Por ello, se considera que este segundo párrafo puede omitirse, ya que la finalidad de informar al Congreso del Estado sobre los resultados de las auditorías practicadas, se encuentra cubierta con los informes individuales establecidos en el artículo 59 de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior, los cuáles contienen los resultados finales de las auditorías que se informen según vayan concluyendo.

Respecto a la adición propuesta al artículo 48 establece que la Auditoría Superior deberá informar sobre las responsabilidades promovidas y denuncias o querellas presentadas, en un plazo no mayor a ocho días hábiles sin perjuicio de lo establecido en el artículo 75 de la ley. No obstante es importante considerar que el propio artículo 75 de la Ley, establece la figura de los informes de seguimiento que debe rendir la Auditoría Superior al Congreso del Estado, por tanto, el hecho de incluir un informe sobre las promociones que realice la Auditoría Superior, vulnera el sentido original de esa disposición, la cual tiene como propósito que se informen los avances y el estado que guardan las acciones promovidas. Lo anterior toda vez que en caso de realizar alguna promoción e informarla dentro de los ocho días siguientes, se estaría informando únicamente su presentación, ya que la misma no tendría avance alguno.

El segundo párrafo que se pretende agregar al artículo 61 propone permitir el acceso de las y los diputados a la información clasificada como reservada por la Auditoría Superior, sin embargo, de incluirse este párrafo, se estaría en contradicción con el artículo 169 de la Ley, el cual señala que la Auditoría Superior sólo podrá revelar la información de carácter reservado, confidencial o que deba mantenerse en secreto, al Ministerio Público, cuando se acompañe a una denuncia de hechos o, en su caso, a las partes que participen en un procedimiento resarcitorio.

Además, el sentido primordial del artículo 61 es cuidar que no se revele la información que las entidades clasifiquen como reservada, en atención al principio de legalidad que prevalece en materia de fiscalización superior.

Asimismo, en caso de permitir el acceso a esa información se estaría vulnerando la autonomía técnica de la Auditoría Superior, toda vez que pudiera ser empleada con fines políticos.

La iniciativa propone la adición de un segundo y tercer párrafo al artículo 75, el segundo párrafo establece que el seguimiento de las acciones, denuncias, querellas y procesos de responsabilidad promovidos por la Auditoría Superior, tendrá el carácter de permanente y se mantendrá hasta que los procesos concluyan completamente; este párrafo representa un refuerzo al artículo 75 actual, ya que la conclusión de los procesos debe informarse como parte del estado que guardan las acciones promovidas.

El tercer párrafo que se propone, consiste en que la Auditoría Superior deberá informar cada semestre el estado que guardan los procesos, además, en su caso, quiénes son las autoridades que se niegan a desahogar los mismos o realizan acciones dilatorias para no aplicar las sanciones correspondientes; sin embargo, la última parte de este párrafo se encuentra prevista en el último párrafo del artículo 91 de la Ley, en tratándose de responsabilidades administrativas, al señalar que la Auditoría Superior informará al Congreso del Estado sobre las instancias de control que no informen el estado en que se encuentren los procesos iniciados. Ahora bien, en otro tipo de procesos, como los penales, por ejemplo, la competencia de la Auditoría Superior se limita a coadyuvar con las instancias competentes, más no a declarar que las mismas se niegan a desahogar los procesos o realizan acciones dilatorias, pues no cuenta con los elementos técnicos para determinar esta circunstancia.

Finalmente, es importante señalar que la intención del legislador local al momento de aprobar la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, fue apegarse en la mayor medida posible a la Ley Modelo de Fiscalización Superior para las Entidades Federativas, desarrollada por el Instituto mexicano para la Competitividad, A.C. (IMCO) y el Centro Universitario de Ciencias Económico Administrativas de la Universidad de Guadalajara (CUCEA), la cual tiene como una de las principales premisas fortalecer la autonomía de las entidades de fiscalización superior locales, distinguiendo por un lado los fines técnicos que persiguen los órganos de fiscalización y, por otro, la función política de los Congresos locales.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, estiman pertinente emitir y poner a consideración del H. Pleno del Congreso, el siguiente:

ACUERDO

Único.- Por las razones expuestas en el considerando tercero de este Dictamen, se determina improcedente la iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se propuso reformar diversos artículos de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 29 de febrero de 2016.
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